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En el presente informe jurídico se analiza un procedimiento administrativo 

sancionador presentado ante la Comisión de Protección al Consumidor. La 

denuncia fue presentada por la señora Desidé Linares Romero, quien presenta 

una denuncia en contra de la Asociación Centro Educativo Particular Peruano 

Chino Diez de Octubre por presuntas infracciones a la Ley Nº 29571 (Código 

de Protección y Defensa del Consumidor) ya que a su menor hijo se le había 

negado la matrícula para el año 2015 en virtud a presuntas deudas y pese a 

que se encontraba becado, aduciendo que ella había cancelado todas esas 

presuntas deudas y que cuenta con sus recibos que acreditan el pago de las 

mismas, por otro lado, el menor ostenta la calidad de becado desde el año 

2009 en atención a un acuerdo verbal suscrito entre el tío de la denunciante y 

el presidente de la asociación, siendo la condición de la referida beca el pago 

de las dos primeras cuotas de cada año escolar, precisando que la beca fue 

otorgada al amparo de la Ley 23585, además solicitó se dicte una medida 

cautelar para que el colegio matricule inmediatamente a su hijo. 

Contrariamente, el colegio a través de su presidente manifestó que solo se le 

había otorgado al menor un beneficio económico para que a partir del año 2010 

pueda estudiar en la institución únicamente pagando las dos primeras cuotas 

de cada año escolar, sin embargo la denunciante no ha cumplido con tales 

pagos. Mediante Resolución Nº 210-2015/CC2 se admitió a trámite la denuncia 

y se denegó la medida cautelar solicitada por la señora Linares. La Resolución 

Final Nº 597-2015/CC2 declaró Infundada la denuncia toda vez que la 

denunciante no pudo acreditar los pagos o en su defecto la exoneración de los 

mismos de los años 2013 y 2014, siendo que las boletas de venta de los años 

2010 a 2012 generan convicción que las canceló y que ambas partes 

coincidieron en que se le otorgó al menor un beneficio económico en la 

condición anteriormente descrita. En segunda Instancia, la Sala de Protección 

al Consumidor, resolvió declarando la nulidad de las resoluciones anteriores 

por vulnerar el principio de congruencia procesal, ya que omitieron imputar y 

pronunciarse, respectivamente sobre la conducta denunciada que el colegio 

habría desconocido la condición de becado de su hijo, que subsane el vicio y 

proceda a emitir un nuevo pronunciamiento. Mediante Resolución Final Nº 828-

2016/CC2 declaró Infundada la denuncia respecto al desconocimiento de la 

condición de becado del menor y se denegó las medidas correctivas 

presentadas y el pago de las costas y costos solicitados por Linares. La Sala 

declaró la nulidad de la Resolución Nº 828-2016/CC2 por vulneración al 

principio de congruencia y ordenó que examine si el menor ostenta o no la 

condición de becado, si la deuda es imputable o no y si la conducta del colegio 

es justificada o no. La Resolución Final Nº 1253-2017/CC2 declara Infundada la 

denuncia y se deniega las medidas correctivas y el pago de las costas y costos 

del procedimiento, la resolución quedó consentida.  
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Relación de Hechos Principales Expuestos por las Partes Intervinientes en el Presente 

Procedimiento 

Denunciante: Desidé Linares Romero 

Yo Desidé Linares Romero formulo denuncia contra la Asociación CEP Peruano Chino Diez 

de Octubre, representada por su presidente Raúl Reynaldo León Joo; por las razones siguientes: 

Desidé Linares es madre del alumno Álvaro Sebastián Fernández Linares, identificado con 

CUI Nº 60790522, estudiante del colegio en mención, quien ha sido prohibido por el presidente 

de la asociación, ser matriculado en el presente año 2015, estando en peligro la continuidad de la 

formación escolar vulnerando los derechos fundamentales de mi hijo.  

Esta situación surgió como consecuencia de una supuesta deuda de pensiones escolares, que 

nunca he tenido y he demostrado con documentos y hechos, aun así el presidente del colegio me 

ha enviado una carta notarial Nº 6236-15, disponiendo personalmente la prohibición de 

matrícula, basando su decisión en que habiendo adjuntado los recibos emitidos por la misma 

institución, indica que los documentos no constituyen pruebas del pago, toda vez que no obra el 

sello de cancelado por tesorería, desconociéndolos totalmente, Álvaro estudia desde hace 5 años, 

ante ello solicité recibos similares a diversas madres de familia en donde se verifica que es 

política de dicho plantel no colocar el sello de cancelado, es presumible la existencia de una 

contabilidad distinta a la que se cancela a los bancos, por lo cual se informa al Indecopi que 

también estoy solicitando la acción de la Sunat, en el entendido que se hace necesario un 

sinceramiento de la gestión contable en manos del presidente de la asociación. 

 

 



 

Por tanto solicito lo siguiente, como medida correctiva, sin perjuicio de la sanción 

administrativa: 

 El colegio reconozca todos los pagos efectuados durante los años 2009 a 2014; 

 El colegio matricule inmediatamente a su hijo; 

 El colegio reconozca la beca integral de su hijo; 

 El colegio  devuelva todos los pagos efectuados desde el año 2009 al amparo de la Ley 

23585; 

 Se sancione al colegio; 

 El pago de las costas y costos del presente procedimiento. 

Mediante escrito de fecha 9 de febrero, reiterado solicito a la Comisión se me expida una 

medida cautelar para matricular a mi menor hijo, en tanto se resuelva mi denuncia contra la 

institución y su representante que incluye el cumplimiento de la ley 23585 con el reconocimiento 

de la beca integral a mi hijo, devolución de todos los pagos efectuados desde el 2009 en adelante 

y la medida sancionadora ejemplar solicitada para la asociación y su presidente. 

Denunciado: Asociación Centro Educativo Particular Peruano Chino Diez De Octubre   

A inicios del año 2009, señor Fortunato Ching, tío del menor hijo de la denunciante, en su 

calidad de trabajador de nuestra institución solicitó de forma verbal acceder a un beneficio 

económico a fin de que su sobrino de 3 años en ese entonces, pudiera cursos estudios en el nivel 

inicial a partir del año 2010, nuestra institución otorgó al menor dicho beneficio, el cual 

comprendía el pago de la matrícula y primera pensión durante cada año escolar. En el año 2009 

nuestro colegio permitió al niño que accediera a nuestras instalaciones para que desarrolle 

trabajos de adaptación al medio como alumno libre, ya que es imposible considerarlo alumno 

desde ese año en virtud a que por resolución de autorización de fecha 21 de mayo de 1993 



 

expedida por el Ministerio de Educación solo podemos matricular a niños a partir de 4 años para 

inicial. 

En el año 2010, el señor Ching matriculó al hijo de la denunciante por primera vez y así fue 

durante los años 2011, 2012,2013 y 2014, realizándose esta matrícula bajo los términos del 

acuerdo por el cual se otorgó el referido beneficio, sin cumplir el pago acordado por la 

denunciante. Es importante mencionar que la ficha de matrícula del año 2010, ha sido suscrita 

por el señor Ching en su calidad de apoderado, y esto es ratificada por la denunciante, la 

Comisión podrá apreciar que el menor es alumno del colegio desde el 2010 y que el señor Ching 

ha suscrito los documentos de matrícula. 

A fin de ordenar el proceso de matrícula para el año 2015 se cursó a los padres de familia y 

apoderados una carta circular de fecha 15 de diciembre de 2014, que a efectos de matricular a sus 

hijos el próximo año no debían contar con deudas, siendo uno de los requisitos de matrícula 

presentar una constancia de no adeudar a su centro educativo. Esta comunicación fue remitida a 

través del cuaderno del control, y en el caso de la denunciante, esta no devolvió el cargo con 

firma de recepción como lo hicieron de manera diligente otros padres de familia. 

El 14 de enero de 2015, la señora Linares cursa una carta notarial señalando que había tomado 

conocimiento en el sistema del Scotiabank que se encontraba debiendo a nuestra institución, que 

no se encontraba de acuerdo con la deuda imputada y solicitó que se le otorgara una beca 

conforme a lo dispuesto en la ley Nº 23585. 

Mediante carta notarial de 23 de enero de 2015, nuestra institución comunicó a la denunciante 

que no procedía la matrícula de su menor hijo, en virtud a deudas que mantenía con la institución 

cuyo monto es de 5930 soles por concepto de matrículas y pensiones, que sus boletas adjuntadas 

no acreditaban el pago de la deuda y que no correspondía otorgarle la mencionada beca ya que el 



 

padre del menor había fallecido con anterioridad a que este fuera alumno de nuestro colegio. La 

entidad recaudadora de pensiones era el banco Scotiabank Perú S.A.A y esto era de 

conocimiento de todos los padres de familia, la denunciante no cumplió con presentar los recibos 

de pago emitidos por el banco. Por lo tanto la negativa de matrícula por parte del colegio se 

encontraba justificada, toda vez que la denunciante mantenía una deuda pendiente de pago con la 

institución y que su menor hijo no ostentaba la condición de becado, ya que el padre del menor 

falleció con anterioridad a que este sea matriculado en el colegio. 

Mediante carta notarial de fecha 26 de enero de 2015, la señora Linares nos remitió una nueva 

comunicación reiterando sus argumentos, solicitó la reconsideración de la decisión de nuestra 

institución y que de lo contrario acudiría a diferentes autoridades y medios de comunicación a fin 

de denunciar nuestra conducta y para que se acceda a la matrícula del menor.  

El 23 de febrero se nos notificó la resolución Nº 210-2015/CC2 del 19 de febrero de 2015, por 

medio de la misma nuestro colegio tomó conocimiento de la denuncia interpuesta por la señora 

Linares, en la cual señaló que se le había negado injustificadamente acceder a la matrícula para 

el año 2015.  

El 24 de febrero nuestro colegio le remitió a la denunciante una nueva comunicación 

reiterando lo siguiente: su hijo fue recién matriculado en el año 2010 por su tío, en su calidad de 

apoderado y que ello se repitió en los años siguientes, no había cumplido con pagar las deudas de 

los años 2010 a 2014 lo que impedía la matrícula del menor para el año 2015 y que no le 

corresponde otorgarle una beca en el marco de la ley 23585, toda vez que el padre del niño 

falleció con anterioridad a que sea matriculado en el colegio. 

Conforme al Reglamento de Comprobantes de Pago, las boletas de venta que presentó no 

acreditaban la realización de pago alguno, sino solo que se le brindó el servicio educativo. 



 

Se le reitero que no había cumplido con realizar los depósitos en la cuenta recaudadora en el 

Scotiabank, único medio o lugar de pago valido conforme se desprendía de lo consignado en las 

propias boletas de venta y a lo informado por el colegio en los anteriores procesos de matrícula.  

Identificación y Análisis de los Principales Problemas Jurídicos del Expediente 

Conductas Denunciadas 

 La asociación no habría permitido que el hijo de la denunciante se matricule en el año 

escolar 2015 en virtud a presuntas deudas; y pese a que estaría becado. 

 La asociación habría desconocido la condición de becado del hijo de la denunciante. 

Análisis:  

Para examinar la primera conducta denunciada, la señora Linares alega que su hijo ostentaba 

la condición de becado consistente en el pago de las dos primeras cuotas durante cada año, lo 

cual cumplió según su versión, pero debemos precisar que en esta conducta denunciada se 

aprecia que se está aludiendo a una supuesta beca no amparada en la ley 23585, ya que en un 

apartado del expediente ella manifiesta que la supuesta beca se le otorgó en marzo de 2009, lo 

cual nos hace suponer que la denunciante está hablando de dos presuntas clases de becas que el 

colegio desconoció, situación que iremos aclarando conforme se vaya analizando. 

 El Código de Protección y Defensa del Consumidor señala unos articulados que son de gran 

importancia: 

Artículo 18º.- Idoneidad 

Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que 

efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información 

transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, las características y naturaleza del 

producto o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso. La 



 

idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del producto o servicio y a su aptitud 

para satisfacer la finalidad para la cual ha sido puesto en el mercado. Las autorizaciones por 

parte de los organismos del Estado para la fabricación de un producto o la prestación de un 

servicio, en los casos que sea necesario, no eximen de responsabilidad al proveedor frente al 

consumidor.  

Análisis: 

Para determinar si un producto o servicio es idóneo debe existir coincidencia entre lo que  un 

consumidor espera recibir y lo que efectivamente recibe y esta a su vez va a depender de la 

existencia de tres elementos esenciales: la naturaleza del producto o servicio prestado (garantía 

implícita), información brindada por el proveedor (garantía expresa) y normativa que rige su 

prestación (garantía legal). En el presente caso la denunciante señala que la negativa de matrícula 

de su hijo se debió a presuntas deudas y que pese a estar becado se le impidió acceder a estudiar 

en el año 2015, si bien el colegio le otorgó un beneficio económico este no puede ser 

considerado una beca en el marco del Reglamento del Colegio ni amparado en la ley 23585, ya 

que no obra en el expediente medio probatorio alguno de solicitud respecto a estos tipos de beca. 

No se puede considerar que se defraudó la expectativa de la denunciante, toda vez que nunca 

se le ofreció una beca, solo un beneficio económico. 

Cabe señalar lo siguiente con respecto a la idoneidad: 

(…) en el caso de los servicios, si va a un restaurante y le sirven la comida fría o en mal 

estado, no le han brindado un servicio idóneo. En todas estas situaciones, los consumidores 

tienen derecho a reclamar, la falta de idoneidad es motivo frecuente de reclamo ante el 

Indecopi, por ello la institución recomienda solicitar siempre información detallada antes de 

concretar cualquier compra o firmar algún contrato. 



 

En este sentido, los consumidores deben leer bien las etiquetas, los acuerdos y la publicidad, 

pues en ellos hay información suficiente para conocer al detalle el producto y, en base a ello, 

se podrá elegir. Si aún así le entregan un bien que no se ajusta a lo informado o no 

corresponde a lo que esperaba, podrá presentar un reclamo. (Redacción Ojo, 2011) 

Artículo 19º.- Obligación de los proveedores  

El proveedor responde por la idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos; por 

la autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben sus productos o del signo que respalda al 

prestador del servicio, por la falta de conformidad entre la publicidad comercial de los productos 

y servicios y éstos, así como por el contenido y la vida útil del producto indicado en el envase, en 

lo que corresponda.  

Análisis: 

Este articulado señala la presunción que todo proveedor ofrece una garantía implícita y 

establece un supuesto de responsabilidad en la cual todo proveedor es responsable por los bienes 

y servicios que ofrece en el mercado, pero esto no impone en el proveedor, el deber de brindar 

una determinada calidad de servicio a los consumidores; sino que estos deben ser entregados en 

las condiciones ofrecidas y acordadas expresa o implícitamente. Este supuesto de 

responsabilidad impone al proveedor la obligación procesal de acreditar y sustentar que no es 

responsable por la falta de idoneidad en la relación de consumo, sea porque actuó con la 

diligencia debida o porque pudo acreditar la existencia de hechos ajenos que lo eximen de 

responsabilidad. A falta de pruebas por parte de la denunciante en cuanto al otorgamiento de 

beca y/o pago total de la deuda, no se pudo originar la presunción de responsabilidad 

(culpabilidad) colegio en su negativa de matrícula al menor, ya que se le informó de manera 



 

oportuna y formalmente que a efectos de matricular a sus hijos el próximo año debía contar con 

una constancia de no adeudo. 

Artículo 20º.- Garantías  

Para determinar la idoneidad de un producto o servicio, debe compararse el mismo con las 

garantías que el proveedor está brindando y a las que está obligado. Las garantías son las 

características, condiciones o términos con los que cuenta el producto o servicio. Las garantías 

pueden ser legales, explícitas o implícitas:  

a. Una garantía es legal cuando por mandato de la ley o de las regulaciones vigentes no se 

permite la comercialización de un producto o la prestación de un servicio sin cumplir con la 

referida garantía. No se puede pactar en contrario respecto de una garantía legal y la misma se 

entiende incluida en los contratos de consumo, así no se señale expresamente. Una garantía legal 

no puede ser desplazada por una garantía explícita ni por una implícita.  

b. Una garantía es explícita cuando se deriva de los términos y condiciones expresamente 

ofrecidos por el proveedor al consumidor en el contrato, en el etiquetado del producto, en la 

publicidad, en el comprobante de pago o cualquier otro medio por el que se pruebe 

específicamente lo ofrecido al consumidor. Una garantía explícita no puede ser desplazada por 

una garantía implícita.  

c. Una garantía es implícita cuando, ante el silencio del proveedor o del contrato, se entiende 

que el producto o servicio cumplen con los fines y usos previsibles para los que han sido 

adquiridos por el consumidor considerando, entre otros aspectos, los usos y costumbres del 

mercado.  

 

 



 

Análisis: 

Las garantías cumplen una labor muy esencial dentro de la prestación de servicios 

especialmente, ya que en la prestación de servicios educativos el proveedor debe brindar el 

servicio de acuerdo a lo informado; pero dentro de la normativa que rige la materia educativa. 

Estas características, condiciones y términos no deben ir en contra del ordenamiento jurídico ni a 

las prohibiciones por ley.  

Artículo 104º.- Responsabilidad administrativa del proveedor  

El proveedor es administrativamente responsable por la falta de idoneidad o calidad, el riesgo 

injustificado o la omisión o defecto de información, o cualquier otra infracción a lo establecido 

en el presente código y demás normas complementarias de protección al consumidor, sobre un 

producto o servicio determinado. El proveedor es exonerado de responsabilidad administrativa si 

logra acreditar la existencia de una causa objetiva, justificada y no previsible que configure 

ruptura del nexo causal por caso fortuito o fuerza mayor, de hecho determinante de un tercero o 

de la imprudencia del propio consumidor afectado. En la prestación de servicios, la autoridad 

administrativa considera, para analizar la idoneidad del servicio, si la prestación asumida por el 

proveedor es de medios o de resultado, conforme al artículo 18º. 

Análisis: 

De manera general, en el mundo del derecho, el término “prueba” es usado para aludir 1) a 

la demostración de un hecho, 2) al medio a través del cual este se demuestra y 3) a la forma 

como es que se hace valer ante el tribunal.1 De manera estricta y en atención a su utilidad se 

debe considerar a la prueba como la demostración de lo que se afirma dentro de un proceso 

debiendo diferenciarse del “medio probatorio”, que es el vehículo a través del cual se va a 

probar lo alegado. Esta diferenciación sirve para establecer la validez de la actividad procesal 



 

de los administrados y de la administración como también para determinar los puntos 

controvertidos en una actividad que por su naturaleza es dialéctica y que se sustenta en la 

demostración de afirmaciones realizadas por los sujetos del procedimiento y, en el caso del 

Procedimiento Administrativo Sancionador, para determinar la existencia o no de infracciones 

al ordenamiento jurídico administrativo. (Morón, 2011, p. 527) 

Si el proveedor denunciado desea eximirse de responsabilidad debe aportar todos los medios 

probatorios permitidos por ley, para desvirtuar lo atribuido por el consumidor. Nuestra 

constitución política expone lo siguiente: 

Artículo 65º.- Protección al consumidor 

El estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto garantiza el 

derecho a la información sobre los bienes y servicios que se encuentran a su disposición en el 

mercado. Asimismo vela, en particular, por la salud y la seguridad de la población. Este 

articulado está estrechamente ligado a los artículos 1º inciso c) y 74º inciso b) del código de 

protección y defensa del consumidor, estos artículos reconocen el derecho de los consumidores a 

la protección de sus intereses económicos y a que le cobren por la prestación de un servicio 

educativo efectivamente efectuado.  

La ley 26549 ley de centros educativos privados, modificada por la ley 27665 ley de 

protección a la economía familiar, respecto al pago de pensiones en centros y programas 

educativos privados complementa y desarrolla los artículos anteriores. 

Ley 27665 artículo 2º- Modificación del Artículo 16º de la ley Nº 26549 

Artículo 16º.-  Los centros y programas educativos no podrán condicionar la atención de los 

reclamos formulados por los usuarios, ni la evaluación de los alumnos, al pago de las pensiones. 

En este último caso, la institución educativa puede retener los certificados correspondientes a 



 

períodos no pagados, siempre que se haya informado de esto a los usuarios al momento de la 

matrícula. Los usuarios no podrán ser obligados al pago de sumas o recargos por conceptos 

diferentes de los establecidos en esta ley. Tampoco podrán ser obligados a efectuar el pago de 

una o más pensiones mensuales adelantadas, salvo en el caso en que dichos pagos sustituyan a 

las cuotas de ingreso. Se prohíbe condicionar la inscripción y/o matrícula al pago de las 

contribuciones denominadas voluntarias. Tampoco podrán ser obligados a presentar el total de 

útiles escolares al inicio del año escolar; ni a adquirir uniformes y/o materiales o útiles 

educativos en establecimientos señalados con exclusividad por los centros educativos. Sólo por 

resolución de la autoridad competente del Ministerio de Educación se autorizan cuotas 

extraordinarias, previa verificación de los motivos que dieren lugar a éstas. 

Análisis: 

Los consumidores y los proveedores tienen una serie de obligaciones económicas, educativas, 

normativas, entre otras que deben ser satisfechas de manera oportuna, con el fin de que el 

servicio educativo sea brindado de manera continua durante todo el periodo escolar. Si bien los 

proveedores de este tipo de servicios no pueden interrumpir el servicio educativo, porque se 

estaría atentando contra el principio del interés del niño, el derecho a a la educación, esto no 

quiere decir que los colegios estén supeditados a la falta de pago de los consumidores, sino que 

estos pueden retener la libreta de notas o certificados por los periodos impagos, siempre que se 

haya informado de esto al consumidor al momento de la matrícula.  

Por otro lado, es importante exponer breves consideraciones acerca del contrato a fin de 

establecer si en el presente caso estamos ante una figura como esta y si se originó un 

incumplimiento por alguna de las partes, el código civil peruano señala, el artículo 1351º (noción 

de contrato) el contrato es el acuerdo de dos o más partes para crear, regular, modificar o 



 

extinguir una relación jurídica patrimonial y el artículo 1352º (perfección de contratos) los 

contratos se perfeccionan por el consentimiento de las partes, excepto aquellos que, además, 

deben observar la forma señalada por la ley bajo sanción de nulidad. 

Análisis: 

Si bien en el presente caso no existe un documento ( debido a la entrañable amistad entre 

el padre del señor León y el tío de la denunciante el señor Ching) con el cual se pueda demostrar 

que existió una beca y un acuerdo posterior en el año 2013 entre las mismas partes, sobre una 

exoneración de todo pago y por ende también para el año 2014, lo cierto es que sí existió un 

contrato de manera verbal respecto a un beneficio económico que ambas partes lo han aceptado, 

ya que al haber acuerdo, esa voluntad plasmada en un escrito es solo una formalidad para efectos 

legales, el contrato queda perfeccionado desde el momento del acuerdo; salvo aquellos que 

expresamente el código civil exige una formalidad para la validez del acto. También el código 

civil expone en su artículo 1229º que la prueba del pago incumbe a quien pretende haberlo 

efectuado, si la denunciante afirma que canceló las presuntas deudas debe probarlo, y para tal 

caso ella presentó unas boletas de venta de los años 2010, 2011, 2012 y 2013, sin embargo en las 

boletas del año 2013 se aprecia como monto de pago 00.00 soles, la señora Linares dice que es 

una bonificación otorgada a su tío como trabajador del colegio; pero no ha aportado ningún 

documento probatorio que permita verificar el ofrecimiento del colegio en las pautas señaladas 

por ella, por lo cual se entiende que tanto las boletas de 2013 y 2014, estas últimas que no las 

posee, se encuentran impagas.  

Aunque la mayoría de los Códigos no definen y dejan esta materia a los tratadistas y 

docentes, el Código vigente, fiel a su concepción pedagógica, lo ha hecho y señala en el 

artículo 1351 que es el acuerdo destinado a crear, regular, modificar y extinguir una relación 



 

jurídica de carácter patrimonial, es decir, una relación obligatoria [cursivas añadidas]. (pp. 43-

44) (Arias Schereiber, 1995, pp. 43-44) 

La señora Linares asegura que están violando los derechos fundamentales de su menor hijo; 

concretamente el derecho a la educación (acceso a la educación), el principio del interés superior 

del niño, ya que según la denunciante; el menor gozaba de una permanencia escolar, la cual ha 

sido estorbada por decisión del colegio. El artículo 13º de la constitución señala, la educación 

tiene como finalidad el desarrollo integral de la persona humana. El Estado reconoce y garantiza 

la libertad de enseñanza. Los padres de familia tienen el deber de educar a sus hijos y el derecho 

de escoger los centros de educación y de participar en el proceso educativo; y el articulo ix del 

título preliminar del código de los niños y adolescentes señala, en toda medida concerniente al 

niño y al adolescente que adopte el Estado a través de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial, del Ministerio Público, los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y sus demás 

instituciones, así como en la acción de la sociedad, se considerará el Principio del Interés 

Superior del Niño y del Adolescente y el respeto a sus derechos.  

Hacemos énfasis para diferenciar educación – enseñanza a efectos de comprender el derecho a la 

educación: 

La terminología utilizada por el constituyente peruano en el texto de la Constitución 

política exige que con carácter previo nos planteemos la cuestión relativa a la distinción entre 

los conceptos de “educación” y “enseñanza”. Cabría entender, según una concepción 

elemental, que el concepto de educación tiene un alcance más amplio que el de enseñanza, por 

el cual aquella incluiría en su seno a ésta en la medida que el derecho a la educación como tal 

presupone necesariamente una actividad de enseñanza. A este respecto, y refiriéndose en 

particular a la libertad de cátedra, De Alós Martín ha escrito que “la libertad de cátedra es 



 

referible a la enseñanza entendida como transmisión de conocimientos, pues ésta es la tarea 

que tiene encomendada el profesor y que es preciso diferenciar de la educación que, aunque 

comprende la enseñanza, es un concepto más amplio, en cuanto integra: la transmisión de 

valores, pautas de conducta, etc. que se desea inculcar a los alumnos”. (De Alós Martín, pp. 

1237-1238) 

Con respecto a la segunda conducta denunciada, en cuanto el colegio habría desconocido la 

condición de becado del menor; la denunciante afirma que la asociación desconoció la condición 

de becado de su hijo, obtenida ante el fallecimiento del padre del menor, cuando se encontraba 

cursando estudios en el colegio en el año 2009. 

 Ella señala que la beca que le brindó la asociación consistía en el pago de la matrícula y 

primera pensión durante cada año; del expediente se puede apreciar que el hijo de la denunciante 

no contaba con beca alguna, pues no existe prueba de ello, si bien en un primer momento se le 

brindó el beneficio económico, que la señora llama beca, este establecía un pago que debía 

realizar la denunciante para mantener este privilegio educativo y en caso de incumplimiento se le 

anuncio con anterioridad que el colegio estaba facultado a retener las libretas de notas por los 

periodos impagos e incluso no permitírsele la matricula del próximo año, y a la muerte del padre 

del menor, la beca al amparo de la ley 23585 no es automática, requiere de seguir un 

procedimiento, por ello se aprecia que el colegio no desconoció la condición de becado, toda vez 

que nunca ostentó la misma.  

Artículo 10º.- Producido el hecho que se señala como causal para el otorgamiento de la beca, 

el cónyuge supérstite, tutor o apoderado del alumno, presentará una solicitud al Director del 

Centro Educativo, del Instituto Superior o al Rector de la Universidad acompañando los 

documentos probatorios de la causa que invoca para el otorgamiento de la beca.  



 

Artículo 11º.- Para cada uno de los casos que establece el Art. 4º del presente Reglamento, 

serán considerados como documentos probatorios los siguientes:  

Copia certificada de la partida de defunción.  

Artículo 12º.- A la solicitud mencionada en el artículo 10º se acompañará la Declaración 

Jurada del cónyuge supérstite, tutor o apoderado de que se carece de recursos para sufragar sus 

estudios. 

Si bien el reglamento exige únicamente al beneficiario la presentación de una declaración 

jurada; en donde el tutor o apoderado señale carecer de recursos económicos, esto debe ser 

investigado, ya que la presentación de dicho documento, sirve para facilitar y simplificar el 

procedimiento de otorgamiento de becas ante el colegio. 

Posición Fundamentada sobre las Resoluciones Emitidas y los Problemas Jurídicos 

Identificados 

1.- Mediante Resolución 210-2015/CC2 de fecha 19 de febrero de 2015 

La Comisión de Protección al Consumidor Nº 2 admitió a trámite la denuncia de la señora 

Linares en contra de la Asociación CEP Peruano Chino Diez de Octubre, por presunta infracción 

a los artículos 18º y 19º del Código de Protección y Defensa del consumidor, en tanto no habría 

permitido que el menor hijo de la denunciante se matricule en el año 2015, en virtud a presuntas 

deudas y pese a que estaría becado. Asimismo se denegó la medida cautelar solicitada por la 

denunciante. 

Trataremos la medida cautelar que no prosperó: 

De  una interpretación sistemática de la ley 27444 y el D.L 807, la Comisión considera 

fundamental la presencia de tres presupuestos de manera conjunta para el dictado de una medida 



 

cautelar, siendo ellas las siguientes: la verosimilitud de la infracción alegada, el peligro en la 

demora en cuanto al pronunciamiento y la adecuación de la medida cautelar solicitada.  

Una de las manifestaciones del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es el derecho a la 

ejecución de las resoluciones judiciales, para lo cual el ordenamiento procesal provee al 

ciudadano de la medida cautelar, con la finalidad de garantizar que lo resuelto en el proceso 

principal sea satisfecho. Por eso, la medida cautelar ha sido entendida como un instrumento 

procesal que contribuye a una tutela jurisdiccional efectiva, asegurando para ello que el proceso 

concluya con una solución que pueda ser concretada no sólo en el plano jurídico, sino también 

fáctico. (Monroy Palacios, 2002, p. 125) 

Artículo 109.- Medidas cautelares  

En cualquier etapa del procedimiento, de oficio o a pedido de parte, el Indecopi puede, dentro 

del ámbito de su correspondiente competencia, dictar una o varias de las siguientes medidas 

cautelares destinadas a asegurar el cumplimiento de la decisión definitiva:  

a. La cesación de los actos materia de denuncia.  

b. El comiso, el depósito o la inmovilización de los productos, etiquetas, envases y de 

cualquier otro bien que sea materia de denuncia.  

c. La adopción de las medidas necesarias para que las autoridades aduaneras impidan el 

ingreso al país de los productos materia de denuncia.  

d. El cierre temporal del establecimiento del denunciado.  

e. Cualquier otra medida que tenga por objeto evitar que se produzca algún perjuicio derivado 

del acto denunciado o que tenga como finalidad la cesación de este. 



 

2.- Mediante Resolución Final 597-2015/CC2 de fecha 16 de abril 2015  

De acuerdo al numeral 1.3 de la directiva Nº 002-2001-TRI-INDECOPI,  la comisión podrá 

de oficio o a solicitud de parte dictar la nulidad de sus propios actos administrativos, siempre que 

dichos actos, no sean actos definitivos, que pongan fin a la instancia o resuelvan de manera 

definitiva alguno o algunos de los temas de fondo que se están discutiendo en el procedimiento o 

actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan 

indefensión, no podrá declarar la nulidad de sus propias resoluciones en los siguientes casos: a) 

cuando declaren fundado o infundado alguna o todas las pretensiones de fondo, b) cuando 

declaren improcedente alguna o todas las pretensiones de fondo, c)cuando declaren inadmisible 

la denuncia y d) cuando pongan fin al procedimiento por cualquier forma de culminación 

anticipada del mismo.  

La ley 27444, en su artículo 10º (causales de nulidad) señala, son vicios del acto 

administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:  

1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias.  

2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno 

de los supuestos de conservación del acto a que se refiere el Artículo 14º.  

3. Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la aprobación automática o por 

silencio administrativo positivo, por los que se adquiere facultades, o derechos, cuando son 

contrarios al ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, documentación o 

trámites esenciales para su adquisición.  

4. Los actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal, o que se dicten como 

consecuencia de la misma. 



 

Mediante escrito de 13 de marzo de 2015, el colegio solicitó la nulidad del acto de 

notificación, que lleva consigo la resolución Nº 210-2015 de fecha 19 de febrero de 2015, con la 

cual se admitió a trámite la denuncia, y que de la lectura del expediente 114-2015/CC2, el 

colegio tomó conocimiento del acta de notificación, y que según el denunciado, lo que llama la 

atención es que en dicha acta, no se ha establecido las características del inmueble en donde se 

efectuó la notificación, el número de suministro, la descripción de la fachada, incluyendo el tipo 

de puerta, contraviniendo lo dispuesto en la directiva Nº001-2013/TRI-INDECOPI. 

Sin embargo del acta de notificación se aprecia que el notificador del Indecopi, cumplió con 

la directiva 001-2013/TRI-INDECOPI, ya que indicó el número de pisos (1 piso) y el color de la 

fachada (melón), si bien el colegio advierte que el notificador no consignó el número de 

suministro y el tipo de puerta, la directiva en mención no establece estas características de 

manera obligatoria. Por lo tanto se deniega el pedido de nulidad presentado por el colegio y de 

forma accesoria la nulidad parcial de la resolución Nº 3 de fecha 4 de marzo de 2015, en el 

apartado 6to “tener por presentado de manera extemporánea los descargos del colegio”, en 

cuanto este presentó sus descargos fuera de plazo. 

El acto de notificación adquiere singular importancia cuando lo que se pretende es que el 

demandado conozca la demanda interpuesta contra el él; de modo que el juzgador debe cautelar 

que el emplazamiento sea efectivo y oportuno, pues solo así se le garantiza el derecho de 

contradicción, derecho que además no admite limitación ni restricción para su ejercicio, 

conforme lo prescribe el artículo 3 del Código Procesal Civil. (López Avendaño , 2020) 

Ahora esta resolución, también expone referente a la idoneidad de los servicios educativos. 

Artículo 73.- Idoneidad en productos y servicios educativos El proveedor de servicios 

educativos debe tener en consideración los lineamientos generales del proceso educativo en la 



 

educación básica, técnico-productiva y educación superior, asegurando la calidad de los servicios 

dentro de la normativa sobre la materia. 

El proveedor de servicios educativos debe respetar las normativas pertinentes sobre la materia 

educativa así como la información otorgada al consumidor para poder considerar la idoneidad 

del servicio. 

De las boletas de venta, se aprecia que la señora Linares canceló la matrícula y pensión de los 

años 2010 a 2012, no pudiendo demostrar lo pertinente a los años 2013 a 2014. La Comisión 

declaró infundada la denuncia en virtud de haberse demostrado que mantenía una deuda 

pendiente de pago con la institución y se deniega las medidas correctivas. 

3.- Por medio de la Resolución 3331-2015/SPC-INDECOPI del 26 de octubre de 2015  

El procedimiento administrativo se nutre, informa y estructura a partir de una serie 

determinada de principios, que en la mayoría de los casos tienen un sustento supralegal. Los 

principios son pilares para orientar los procedimientos. La inobservancia puede acarrear la 

nulidad de lo actuado. Al respecto, Roberto Dromi refiere un concepto de los principios 

dentro del procedimiento administrativo cuando dice que «los principios jurídicos 

fundamentales del procedimiento administrativo son pautas directrices que definen su esencia 

y justifican su existencia, permitiendo explicar, más allá de las regulaciones procesales 

dogmáticas, el porqué y el para qué del mismo. Son especies de ideas pétreas inmodificables 

por la regulación formal, que explicitan el contenido del procedimiento». (Dromi, 1995) 

El principio de congruencia se refiere a que la autoridad administrativa tiene el deber de 

pronunciarse respecto de todos los planteamientos formulados por los administrados, sea para 

acogerlos o desestimarlos, lo cierto es que debe emitir una opinión íntegramente sobre la petición 

concreta de los administrados. 



 

Ley 27444 

Artículo 3.- Requisitos de validez de los actos administrativos  

Son requisitos de validez de los actos administrativos:  

1. Competencia.- Ser emitido por el órgano facultado en razón de la materia, territorio, grado, 

tiempo o cuantía, a través de la autoridad regularmente nominada al momento del dictado y en 

caso de órganos colegiados, cumpliendo los requisitos de sesión, quórum y deliberación 

indispensables para su emisión.  

2. Objeto o contenido.- Los actos administrativos deben expresar su respectivo objeto, de tal 

modo que pueda determinarse inequívocamente sus efectos jurídicos. Su contenido se ajustará a 

lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, debiendo ser lícito, preciso, posible física y 

jurídicamente, y comprender las cuestiones surgidas de la motivación.  

3. Finalidad Pública.- Adecuarse a las finalidades de interés público asumidas por las normas 

que otorgan las facultades al órgano emisor, sin que pueda habilitársele a perseguir mediante el 

acto, aun encubiertamente, alguna finalidad sea personal de la propia autoridad, a favor de un 

tercero, u otra finalidad pública distinta a la prevista en la ley. La ausencia de normas que 

indique los fines de una facultad no genera discrecionalidad.  

4. Motivación.- El acto administrativo debe estar debidamente motivado en proporción al 

contenido y conforme al ordenamiento jurídico.  

5. Procedimiento regular.- Antes de su emisión, el acto debe ser conformado mediante el 

cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su generación.  

Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo 

1.2. Principio del debido procedimiento.- Los administrados gozan de todos los derechos y 

garantías inherentes al debido procedimiento administrativo, que comprende el derecho a 



 

exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión motivada y 

fundada en derecho. La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los 

principios del Derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal Civil es 

aplicable sólo en cuanto sea compatible con el régimen administrativo.  

En el presente caso, la señora Linares mencionó dos hechos muy importantes,  

 el Colegio le impidió matricular a su menor hijo, pese a que se encontraba becado, 

alegando una presunta deuda; 

  el denunciado pretendía desconocer la condición de becado de su hijo, la que adquirió al 

fallecer el padre del menor, cuando era alumno de la institución educativa.  

Si bien la denunciante en ambos hechos utiliza el término beca, lo cierto es que son hechos 

distintos y responden a situaciones independientes.  

La Sala considera que la imputación de cargos efectuada por la comisión no ha contemplado 

todos los hechos denunciados, ya que omitió imputar y pronunciarse; respectivamente, sobre la 

conducta consistente en que el colegio habría desconocido la condición de becado del menor. Se 

declara la nulidad parcial de ambas resoluciones Nº 210-2015/CC2  y  Nº 597-2015/CC2, porque 

se vulneró el principio de congruencia procesal. Precisamos los artículos que fueron tomados en 

consideración para la decisión pertinente: 

4.- A través de la Resolución Nº 9 de fecha 15 de enero de 2016 

La Comisión admitió a trámite la denuncia contra la asociación, por presunta infracción a los 

artículos 18º y 19º del Código de Protección y Defensa del Consumidor, en tanto habría 

desconocido la condición de becado del menor. 



 

5.- Mediante Resolución Final Nº 828-2016/CC2 de fecha 5 de mayo de 2016 

En el presente caso, la señora Linares señaló que el colegio desconoció la condición de 

becado que ostentaba su hijo para cursar sus estudios en el año 2015. Asimismo la denunciante 

argumentó que su hijo debía ser considerado como becado en el marco de la ley 23585, pues el 

padre del menor falleció en el 2009, cuando el menor se encontraba estudiando en la institución. 

De la ley 23585 expuesto líneas arriba, se aprecia que si un alumno de algún centro educativo 

pierde al padre, tutor o persona encargada de solventar sus estudios, tiene derecho a acceder a 

una beca de estudios en el mismo plantel hasta la terminación de sus estudios, siempre y cuando 

acredite su insolvencia económica. Los artículos del reglamento interno del colegio señalan: 

Artículo 145.- La institución educativa cuenta con una comisión encargada de determinar el 

otorgamiento de becas a los estudiantes que las necesiten, de acuerdo a lo establecido por ley. 

Las becas u otros beneficios serán otorgados en caso de: atravesar la familia una difícil situación 

económica, orfandad, enfermedad grave de los padres u otra situación que ponga en riesgo la 

educación del estudiante. 

Artículo 146.- De las becas para los educandos. Para gestionar este beneficio se debe 

considerar el siguiente trámite: 

1.- El padre o apoderado, en el mes de enero, debe presentar la solicitud de beca. 

2.- Llenar el formato entregado por la IE con la información requerida. 

3.- Adjuntar a la solicitud los documentos probatorios de la difícil situación que atraviesa la 

familia y la libreta de notas del estudiante, del grado anterior. 

4.- La Asistenta Social de la IE verificará los datos y documentos presentados. 

Corresponde verificar si ante el fallecimiento del padre del menor, la denunciante cumplió 

con solicitar el otorgamiento de una beca de estudios a favor de su hijo, cumpliendo con el 



 

procedimiento; y pese a ello el colegio negó la beca al menor, obra en el expediente copia de la 

partida de defunción del padre del menor, donde consta que este falleció el 18 de junio de 2009, 

cuando el niño era alumno de la institución, por tal motivo el hijo de la denunciante pudo acceder 

a una beca conforme lo señala la ley 23585 y el reglamento interno del colegio.  

Asimismo el colegio ha manifestado que el menor nunca tuvo la condición de becado, toda 

vez que la denunciante nunca solicitó durante los años 2009 a 2014 beca alguna, es recién que a 

través de la carta de fecha 14 de enero de 2015 que la solicita, sin embargo no cumplió con 

acreditar su insolvencia económica y no siguió con el procedimiento establecido por el colegio, 

en consecuencia no se ha demostrado la condición de becado del menor, corresponde declarar 

infundada la denuncia, así como denegar las medidas correctivas, el pago de las costas y costos 

del procedimiento.  

6.- Mediante Resolución Nº 4665-2016/SPC-INDECOPI de fecha 5 de diciembre de 2016  

La Sala realiza una recopilación de las resoluciones que  han acontecido, señalando que en la 

resolución final Nº 828-2015/CC2 la Comisión solo se pronunció respecto al presunto 

desconocimiento de la condición de becado del menor, sin emitir pronunciamiento alguno 

respecto a la negativa de matrícula presuntamente injustificada, en virtud a presuntas deudas.  

La Comisión luego de analizar si el menor hijo de la denunciante ostentaba o no la condición 

de becado, debió emitir un pronunciamiento respecto a si la deuda imputada a la denunciante, era 

debida o no, sea porque no se encontraba obligada a efectuar pago alguno en virtud a esa 

condición o si no la tenía, había efectuado o no el pago de la deuda total, a efectos de poder 

determinar finalmente, si la negativa de matrícula se encontraba justificada o no.  

La Sala considera declarar la nulidad de la resolución final Nº 828-2015/CC2 por vulneración 

al principio de congruencia, toda vez que la comisión no se pronunció sobre todos los hechos 



 

denunciados e imputados en contra del colegio. Ordena a la  Comisión emitir un nuevo 

pronunciamiento analizando las siguientes conductas conforme se indica: a) si el menor 

ostentaba o no la condición de becado b) si la deuda imputada a la denunciante era debida o no; y 

c) si la negativa de matrícula se encontraba justificada o no. 

 7.- A través Resolución Final Nº 1253-2017/CC2 de fecha 4 de agosto de 2017 

La Comisión examinó todas las conductas detalladas anteriormente y concluyó, que el menor 

no ostentaba la condición de becado, ya que su madre nunca solicitó el otorgamiento de beca 

alguna, la deuda era debidamente imputada a la denunciante respecto a los años 2013 y 2014, 

toda vez que no quedó demostrado el pago de la deuda y finalmente la negativa de matrícula se 

encontraba justificada, más aún cuando se le informó de manera oportuna y formalmente a la 

denunciante que para el próximo año a efectos de matricular a su hijo no debía contar con 

deudas. Consecuentemente se declaró infundada la denuncia y se deniega las medidas 

correctivas, pago de costas y costos del presente procedimiento. 

Artículo 115.- Medidas correctivas reparadoras  

Las medidas correctivas reparadoras tienen el objeto de resarcir las consecuencias 

patrimoniales directas e inmediatas ocasionadas al consumidor por la infracción administrativa a 

su estado anterior y pueden consistir en ordenar al proveedor infractor lo siguiente:  

a. Reparar productos. 

 b. Cambiar productos por otros de idénticas o similares características, cuando la reparación 

no sea posible o no resulte razonable según las circunstancias. 

 c. Entregar un producto de idénticas características o, cuando esto no resulte posible, de 

similares características, en los supuestos de pérdida o deterioro atribuible al proveedor y 

siempre que exista interés del consumidor. 



 

 d. Cumplir con ejecutar la prestación u obligación asumida; y si esto no resulte posible o no 

sea razonable, otra de efectos equivalentes, incluyendo prestaciones dinerarias.  

e. Cumplir con ejecutar otras prestaciones u obligaciones legales o convencionales a su cargo. 

f. Devolver la contraprestación pagada por el consumidor, más los intereses legales 

correspondientes, cuando la reparación, reposición, o cumplimiento de la prestación u 

obligación, según sea el caso, no resulte posible o no sea razonable según las circunstancias.  

g. En los supuestos de pagos indebidos o en exceso, devolver estos montos, más los intereses 

correspondientes.  

h. Pagar los gastos incurridos por el consumidor para mitigar las consecuencias de la 

infracción administrativa. i. Otras medidas reparadoras análogas de efectos equivalentes a las 

anteriores. 

Conclusiones 

La señora Linares entabla una denuncia a la Asociación CEP Peruano Chino Diez de Octubre, 

afirmando que se le había otorgado a su menor hijo una beca consistente en el pago de las dos 

primeras cuotas de cada año, sin embargo se ha concluido que no fue una beca sino un beneficio 

económico. El menor nunca tuvo la condición de becado al amparo de la ley 23585 ni en el 

marco del Reglamento del Colegio, por ello que no se desconoció tal condición. 

El menor era considerado alumno desde el año 2009, en virtud del código único de 

identificación CUI otorgado por la institución, pudiendo acceder en ese mismo año a una beca de 

estudios ante el fallecimiento del padre de este, sin embargo ello no fue solicitado por la 

denunciante durante los años del servicio educativo 2010-2014. 

En el año 2015 recién solicita la beca de estudios al amparo de la ley 23585, sin acreditar su 

insolvencia económica ni seguir el procedimiento establecido por el colegio para el otorgamiento 



 

de becas. La señora Linares a través de las copias de las boletas de venta de otros padres de 

familia pudo acreditar que había cancelado la matrícula y pensión de los años 2010-2012 

desvirtuando la carencia de sello de cancelado por tesorería, de tal forma que esta mantenía una 

deuda pendiente de pago con la institución por los años 2013-2014, por lo cual la negativa de 

matrícula al menor fue justificada; la expedición de una constancia de no adeudo es legítimo, 

toda vez que era expedida de manera gratuita, por lo tanto no se menoscabó el derecho a la 

educación del menor, toda vez que se le informó con anterioridad que para el siguiente año la 

denunciante no debía tener deudas. La retención de la libreta de notas, es un mecanismo con el 

que cuenta el colegio para hacerse efectivo el pago de las pensiones, siempre que se haya 

comunicado al momento de la matrícula al consumidor. 

En mi opinión, yo estoy de acuerdo con lo decidido por la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor mediante Resolución Nº 3331-2015/SPC-Indecopi de fecha 26 de octubre de 2015, 

en la cual se declara la nulidad parcial de las resoluciones anteriores, basándose que en ambas se 

omitió imputar y pronunciarse sobre la conducta del colegio, consistente en que habría 

desconocido la condición de becado del menor hijo de la denunciante y se le ordena a la 

Comisión que subsane el vicio, impute al denunciado la conducta antes mencionada y emita un 

nuevo pronunciamiento. La Sala consideró que la señora Linares denunció dos hechos 

importantes contra el colegio, pero que la Comisión había resuelto únicamente el consistente en 

que habría impedido la matrícula del menor en virtud a presuntas deudas; y pese a que estaría 

becado. La imputación de cargos realizada por la Comisión no contempló todos los hechos 

denunciados por la señora Linares, lo cual configura una vulneración al Principio de 

Congruencia. También estoy de acuerdo con la Resolución Final Nº1253-2017/CC2 de fecha 4 

de agosto de 2017, donde la Comisión emitió un nuevo pronunciamiento realizando un análisis 



 

exhaustivo respecto a las conductas sugeridas por la Sala, siendo ellas: a) si el menor tuvo la 

condición de becado o no b) Si la deuda imputada a la denunciante era debida o no y c) si la 

negativa de matrícula se encontraba justificada o no.  

En ella se determinó que el menor no contaba con una beca, sino con un beneficio económico, 

la deuda si era debida por parte de la denunciante respecto de los años 2013 y 2014 y la negativa 

de matrícula fue justificada, ya que se le informó con anterioridad sobre el no tener deudas para 

poder matricular a su hijo el próximo año, no vulnerándose ningún derecho, ni cometiendo 

infracción alguna al Código de Protección y Defensa del Consumidor. 
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